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Introducción
Este capítulo se deriva de un ejercicio investigativo orientado a generar una re-
flexión crítica sobre el invaluable aporte del componente ético en el marco de la 
integración, entendida como eje fundamental de la Política de Educación para la 
Fuerza Pública (PEFuP). En este contexto, y considerando la calidad educativa 
como el segundo pilar esencial del procedimiento instrucción-aprendizaje en las 
Fuerzas Armadas, se presentan diversos antecedentes históricos que, en una pri-
mera instancia, vinculan la política pública inclusiva con el orden constitucional 
(Ramírez et al., 2019), para posteriormente puntualizar las disposiciones normati-
vas que sustentan la evaluación de la integración, a partir de realidades derivadas 
de experiencias personales, institucionales y sociales (Congreso de la República, 
1994, 1997). 

Desde un enfoque metodológico cualitativo, esta investigación se orienta a es-
tablecer el papel del fenómeno ético en la promoción y el fortalecimiento de la in-
tegración en los procesos de educación castrense. En consecuencia, se formulan 
tres preguntas orientadoras: ¿qué fuentes normativas estructuran actualmente el 
marco axiológico de la educación en la Fuerza Pública? (García, 2005); ¿cuál ha 
sido la evolución histórica del concepto de integración dentro del sector Defensa? 
(Beltrán & López, 2015); ¿qué escenarios contemporáneos ofrecen evidencia sobre 
la efectividad de la integración en el fortalecimiento de la moral social? (Contreras 
& Gutiérrez, 2002).

En una integración temática de diversos contextos, este capítulo responde a 
dichos interrogantes a través de una estructura dividida en cinco secciones, que 
parten del análisis de los principios y valores consagrados en el preámbulo de la 
Constitución Política de 1991 (Constitución Política de Colombia, 1991). Se esta-
blece, además, una distinción fundamental entre el Estado de derecho de 1886 y 
el Estado social de derecho proclamado en 1991, como marco referencial para 
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comprender los apartados siguientes que abordan, respectivamente, la profesión 
castrense y su relación con el enfoque inclusivo (Daza & Rodríguez, 2012).

Los tres apartados restantes describen hitos históricos que, desde los princi-
pios y valores articulados en el proyecto educativo de la Fuerza Pública, permiten 
evidenciar su utilidad en la construcción de entornos inclusivos. En la parte final, 
se examina cómo estos principios y valores contribuyen a consolidar una polí-
tica educativa inclusiva y de calidad en los procesos formativos de las Fuerzas 
Armadas colombianas (Huntington, 1957).

La integración, Por lo tanto, no solamente implica la adopción de criterios téc-
nicos y normativos, sino que demanda una profunda reflexión sobre la dimensión 
ética de la educación castrense. En este sentido, el reconocimiento de la diversidad 
social y la promoción de valores inclusivos se convierten en pilares fundamenta-
les para la consolidación de una Fuerza Pública que responda con sensibilidad y 
responsabilidad a los retos contemporáneos. Así, la ética actúa como brújula que 
orienta la toma de decisiones y el comportamiento profesional, asegurando que la 
integración sea un proceso genuino de respeto y construcción colectiva.

Aproximación contextual al fenómeno ético
En el contexto de la formación integral de los miembros de la Fuerza Pública, el 
análisis del fenómeno ético resulta fundamental para comprender los valores que 
orientan su conducta, tanto en lo individual como en lo colectivo. La moral, en-
tendida no solo como marco legal sino como fundamento axiológico, atraviesa la 
formación profesional y ciudadana en escenarios donde confluyen el deber, la con-
ciencia y el servicio público. Este apartado se propone explorar, desde una pers-
pectiva filosófica y pedagógica, los orígenes y las implicaciones del pensamiento 
ético en la formación castrense (Davenport & Prusak, 1998).

Para comprender a profundidad el fenómeno ético en la formación castren-
se, es indispensable considerar la influencia de la ética profesional en la toma de 
decisiones diarias y en la consolidación de una cultura institucional basada en la 
integridad. La reflexión sobre los valores fundamentales que guían el comporta-
miento de los miembros de la Fuerza Pública contribuye a fortalecer el sentido de 
pertenencia y el compromiso con la misión institucional. Al integrar el pensamien-
to ético en cada etapa del proceso formativo, se fomenta un ambiente propicio 
para el desarrollo de liderazgos responsables y para la promoción de prácticas que 
respetan la diversidad y la equidad social.
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Agudelo (1989), en su obra Moral profesional de la educación, plantea que en 
su experiencia como sacerdote y docente de filosofía social y moral profesional en 
la Universidad Pedagógica Nacional, siempre evidenció que resulta inviable abor-
dar un procedimiento formativo sin considerar la premisa de que “la base de las 
grandes cosas es la moral” y que “sin la verdad, la moral no existe” (p. 15). Desde 
esta perspectiva, el autor precisa la diferencia entre los conceptos de ética y moral, 
y subraya su relevancia en la formación del ser humano.

En términos etimológicos, el concepto moral proviene del griego ethos. Cuando 
lleva acento agudo (èthos), significa “costumbre”; con acento circunflejo (êthos), 
alude al “modo de ser” o “carácter”, es decir, a una segunda naturaleza adquirida. 
Su equivalente en latín es mos–moris, traducido como “costumbre” o “regla adqui-
rida por hábito”. Tanto ethos como mos–moris enfatizan que la conducta moral 
no es innata, sino construida social y culturalmente. Precisamente, esta cualidad 
adquirida es la que en la antigüedad confería al ser humano su dimensión moral 
(Agudelo, 1989).

Desde un enfoque más amplio, la moral puede entenderse como el conjunto 
de normas codificadas que regulan la conducta individual y colectiva dentro de 
una comunidad. Esta regulación no solo define lo acostumbrado y lo normal, sino 
también lo debido, lo obligatorio. Así, la moralidad se atribuye a aquellas prácti-
cas que se ejecutan con convicción y en coherencia con normas colectivamente 
aceptadas. Aunque en términos semánticos las palabras ethos y mores contienen 
implícita esta carga normativa, en el vocablo costumbres del castellano dicha con-
notación se ha atenuado (Agudelo, 1989, p. 15).

Por su parte, Fernández y Rodríguez (1992) exponen el concepto de ética a 
partir de la definición de Adolfo Sánchez, quien señala que “la ética es la ciencia 
del comportamiento moral de los hombres en sociedad; es la ciencia de una for-
ma específica de conducta humana” (p. 27). A partir de esta definición, los auto-
res desarrollan una visión histórica de la moral, señalando que el comportamiento 
moral emergió cuando el ser humano se organizó socialmente, por ejemplo, con 
el desarrollo de la agricultura y los primeros asentamientos. Este procedimiento 
histórico fue dando lugar a diversos sistemas éticos, entendidos como conjuntos 
estructurados de principios y valores que guían la conducta humana en sociedad.

Entre los aspectos fundamentales abordados en esta reflexión se encuentran: 
la responsabilidad moral, las condiciones que hacen posible atribuir responsabili-
dad a una persona por sus actos, el determinismo, la influencia de los modelos so-
ciales, la valoración y atribución moral de las acciones, así como la obligatoriedad 



88

De la doctrina al aula. Educación militar en el siglo XXI, gestión      
del conocimiento y ética profesional en el contexto colombiano

inherente a las normas morales. También se destacan las distintas escuelas del 
pensamiento ético, que han contribuido al análisis y comprensión del comporta-
miento moral a lo largo del tiempo (Fernández & Rodríguez, 1992).

En suma, comprender la moral como fundamento de la acción humana permi-
te visualizar su papel estructural dentro del procedimiento educativo de la Fuerza 
Pública. Su articulación con la integración y los DD. HH. posibilita una formación 
más consciente, coherente y comprometida con la dignidad humana y el cum-
plimiento del deber en escenarios institucionales complejos. Este marco teórico 
resulta imprescindible para valorar las prácticas éticas como ejes transversales en 
la formación de servidores públicos encargados de garantizar el orden, la seguri-
dad y la convivencia democrática (ONU, 2006).

El hecho moral en el quehacer castrense
El ejercicio de la función castrense no puede reducirse a la implementación de la 
fuerza o al cumplimiento de órdenes; se encuentra profundamente ligado a princi-
pios éticos que orientan su actuar en contextos complejos, cambiantes y, muchas 
veces, de alta tensión social. Desde esta perspectiva, resulta pertinente analizar 
el hecho moral como un componente esencial en la configuración del quehacer 
castrense y en la legitimidad de la Fuerza Pública ante la sociedad (Ministerio de 
Educación Nacional [MEN], 2019).

Davenport y Stockdale (1989) sostienen que, históricamente, la profesión cas-
trense ha sido reconocida como una labor esencial para el sostenimiento de la so-
ciedad. En este sentido, su ejercicio debe regirse por un conjunto de criterios éticos 
mínimos que orienten las responsabilidades inherentes al servicio. Los autores 
subrayan que el carácter vocacional de la actividad castrense ha sido equiparado, 
desde la civilización occidental del siglo XVII y en registros asiáticos desde el año 
2500 a. C., con otras profesiones de alta responsabilidad como la medicina, la ju-
risprudencia y el sacerdocio. De ahí que se proponga y respete un código de moral 
profesional que le otorgue legitimidad moral a su función institucional (Davenport 
& Stockdale, 1989).

Así, el valioso recurso humano sobre el que descansa la defensa del Estado 
debe actuar conforme a una sólida formación moral y ciudadana, que proyecte 
confianza y respaldo social desde un enfoque basado en los DD. HH. Esta orienta-
ción moral debe estar presente tanto en la planificación como en la ejecución de 
los procesos, e incluso en la evaluación de sus resultados, revelando la coherencia 
entre principios y acciones (Consejo Nacional de Acreditación [CNA], 2020).
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Por su parte, Contreras y Gutiérrez (2002) abordan la configuración de “una 
sociedad en crisis” (p. 21), identificando entre sus síntomas principales la “crisis 
moral del hombre actual” (p. 22). Esta crisis se manifiesta en múltiples dimensio-
nes: relaciones familiares frágiles y desestructuradas, deficiencias en los procesos 
educativos para transmitir valores, y fracturas en el componente ético de las insti-
tuciones armadas. Según los autores, esta degradación moral afecta no solo a los 
individuos, sino que se extiende al plano social y, en consecuencia, compromete la 
legitimidad del aparato de defensa estatal y su entorno de actuación.

En definitiva, el hecho moral en el contexto castrense no puede disociarse de 
la misión institucional ni del entorno en el que se despliega. Reconocer y fortalecer 
el componente ético en la formación y el actuar del personal castrense constituye 
un imperativo para garantizar el respeto a los derechos fundamentales, preservar 
la cohesión social y consolidar una Fuerza Pública que actúe con responsabilidad, 
sentido del deber y compromiso con el bien común (Nonaka & Takeuchi, 1995).

Las Fuerzas Armadas en la garantía del orden constitucional (Senge, 1990)
El papel de las Fuerzas Armadas en la preservación del orden constitucional na-
cional no solo responde a su función institucional, sino que debe comprenderse 
desde su fundamento ético, jurídico y axiológico. En este marco, resulta pertinente 
examinar los valores y principios consagrados en la Constitución Política de 1991, 
como guía para el actuar castrense y fundamento para la educación con enfoque 
inclusivo (Walzer, 1977).

Rodríguez et al. (2019) señalan que el preámbulo de la Constitución de 1991 
establece dos grupos de valores fundamentales: el primero garantiza a los inte-
grantes de la nación la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el co-
nocimiento, la libertad y la paz; el segundo establece un marco jurídico para ase-
gurar un orden político, económico y social justo. Estos principios deben orientar el 
ordenamiento jurídico y el ejercicio de la autoridad, a fin de garantizar los deberes 
sociales y la gobernabilidad.

De acuerdo con estos autores, la naturaleza axiológica de la carta se expresa 
en al menos diez artículos del Título I. Entre ellos, se destacan:

Artículo 1.º: define a Colombia como un Estado social de derecho, democrá-
tico, participativo y pluralista, fundado en el respeto por la dignidad humana, 
el trabajo, la solidaridad y la prevalencia del interés general; a su vez, el Artí-
culo 2.º: establece como fines esenciales de las autoridades proteger la vida, 
honra, bienes, creencias y libertades de los ciudadanos, así como asegurar el 
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cumplimiento de los deberes sociales; también, Artículo 4.º: consagra la su-
premacía de la Constitución; finalmente, los Artículos 5.º a 10.º: profundizan 
en derechos, deberes y principios como la primacía de los derechos, la res-
ponsabilidad jurídica, la diversidad étnica y cultural, la protección del patrimo-
nio cultural, y la soberanía nacional, entre otros. (Rodríguez et al., 2019, p. 6)

Este marco constitucional fundamenta la importancia del bloque de constitu-
cionalidad como concepto jurídico y ético central en los procesos educativos de 
las Fuerzas Militares. Al respecto, García (2005), en su ensayo sobre el bloque de 
constitucionalidad, cita la Sentencia C-578 de 1995 de la Corte Constitucional, la 
cual establece que:

Siempre que se habla de bloque de constitucionalidad, se hace porque en 
la Constitución, una regulación suya así lo ordena y exige su integración, de 
suerte que la violación de cualquier regulación que lo conforma se resuelve, en 
últimas, en una violación del Estatuto Superior. (Janowitz, 1960, p. 15)

Desde una visión más castrense, Landazábal (1992), en el prólogo de la obra 
Moral castrense: principios fundamentales, subraya la necesidad de cimentar el 
actuar castrense sobre un fundamento moral sólido:

Todos estos temas, en mi concepto, dada la situación que vive el país, me-
recen una profunda atención que permita dejar en la mente de los miembros 
de las Fuerzas Armadas no solo la convicción de sus creencias, sino la plena 
confianza en sus acciones cuando estas se rigen, en el campo profesional, por 
la regulación irrevelable de mantener de acuerdo el deber con la consciencia y 
el honor. (Davenport & Prusak, 1998, p. 2)

En este marco ético-constitucional se inscribe también la pertinencia de la 
Política de Educación para la Fuerza Pública (PEFuP) 2021–2026, la cual tiene por 
objeto establecer lineamientos para una educación diferencial y de calidad. Esta 
política articula las disposiciones de la Ley 361 de 1997 —por la cual se establecen 
mecanismos de integración social de las personas en situación de discapacidad— 
con la Ley 115 de 1994, Ley General de Educación, que incorpora la etnoeducación 
como parte de su enfoque formativo (Congreso de la República, 1994, 1997).

En relación con la calidad, la PEFuP retoma lo dispuesto en el Decreto 1330 de 
2019, que define la calidad educativa como: (ONU, 2006): “El conjunto de atributos 
articulados, independientes, dinámicos, construidos por la comunidad académica, 
que respondan a las demandas sociales, culturales y ambientales” (MEN, 2019, p. 4).
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Este enfoque diferencial también reconoce la presencia significativa de comu-
nidades étnicas dentro de la Fuerza Pública. La Ley General de Educación destaca 
la etnoeducación como política orientada a grupos que poseen una lengua, cultura 
y tradiciones propias: (UNESCO, 2017)

“Se entiende por educación para grupos étnicos, la que se ofrece a grupos o 
comunidades que integran la nacionalidad y que poseen una cultura, una lengua, 
unas tradiciones y unos fueros propios y autóctonos” (Congreso de la República, 
1994, p. 14).

En este contexto, resulta imprescindible tener en cuenta los riesgos del etno-
centrismo, entendido como una visión que eleva una cultura o grupo social por 
encima de otros, subvalorando la diversidad. Como advierte Berumen (2001), esta 
perspectiva excluyente debe evitarse especialmente en un Estado pluriétnico y 
multicultural como el colombiano.

En conclusión, el orden constitucional no solo estructura la legalidad del ejer-
cicio castrense, sino que define un horizonte ético inclusivo que debe ser integrado 
en los procesos de educación. La PEFuP, al articular normativas de integración, 
calidad y etnoeducación, proyecta una Fuerza Pública más coherente con los prin-
cipios constitucionales y los desafíos sociales contemporáneos (MEN, 2019).

Ética inclusiva dentro de la formación castrense                         
y policial. La educación inclusiva en Colombia desde              
la segunda mitad del siglo XX
La integración en la formación castrense y policial de Colombia ha experimentado 
una transformación significativa desde mediados del siglo XX, influida por los mar-
cos normativos nacionales e internacionales y por una creciente conciencia sobre 
la diversidad y los DD. HH. Este apartado explora los antecedentes históricos, nor-
mativos y pedagógicos que han fundamentado el enfoque inclusivo, con especial 
énfasis en su proyección hacia la educación castrense (Nonaka & Takeuchi, 1995).

Beltrán et al. (2012), en el marco del proyecto “Diplomado de Educación 
Inclusiva para población en contextos adversos” (código 8241), ejecutado por la 
Universidad Industrial de Santander (UIS) en convenio con el MEN, abordaron la 
integración en la educación superior, con implicaciones directas para la forma-
ción en las Fuerzas Armadas de Colombia. En su estudio, los autores señalan que 
en los años cincuenta se promovía un consenso internacional para superar las 
prácticas educativas segregacionistas que clasificaban a los estudiantes como 
“normales” o “anormales”, lo que dio lugar al modelo de educación especial (EE), 
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orientado a personas consideradas “excepcionales” por razones genéticas, psico-
lógicas u orgánicas.

En ese contexto, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional aplicaban criterios 
de rotación de personal por razones físicas o médicas, asignando a quienes no 
podían cumplir funciones de combate a labores administrativas o técnicas. Sin 
embargo, no existe una política de integración educativa estructurada, a pesar del 
contexto favorable de desarrollo nacional durante los gobiernos de Gustavo Rojas 
Pinilla (1953–1957) y la Junta Militar (1957–1958), en el que muchos veteranos 
con discapacidad producto de conflictos armados internos o internacionales 
(como la guerra colombo-peruana y la de Corea) podrían haber sido incorporados 
a procesos educativos formales.

Según Aguilar et al. (2010, como se citó en Beltrán et al., 2012), en los años se-
tenta surgió el paradigma de Necesidades Educativas Especiales (NEE), reforzado 
por el informe Warnock (1978), que introdujo el principio de “normalización”. Parra 
(2010, como se citó en Beltrán et al., 2012) destaca que este modelo promueve el 
reconocimiento de las diferencias individuales y el derecho de todas las personas 
a recibir una educación que les permita desarrollar sus capacidades, desde la for-
mación básica hasta la superior (Beltrán, 2015).

En la década de 1990, la integración se empieza a reflejar en la normativa na-
cional con la Ley 30 de 1992, que, si bien no menciona expresamente el término, 
en su artículo 7 reconoce campos diversos como las humanidades, el arte y la 
filosofía. El artículo 133 establece los Comités Regionales de Educación Superior 
(CRES), promoviendo una visión descentralizada y multicultural del sistema edu-
cativo nacional (Congreso de la República, 1992).

Posteriormente, la Declaración de Salamanca de la UNESCO (1994) consolidó 
el concepto de NEE y promovió la escolarización en escuelas ordinarias, excepto 
en casos excepcionales. Ese mismo año, Colombia adoptó esos principios a través 
de la Ley 115 de 1994, que introdujo el concepto de integración académica y social 
para personas con limitaciones o talentos excepcionales. El concepto de educa-
ción inclusiva fue formalizado en 2006 por el MEN, como “la atención con calidad 
y equidad a las necesidades comunes y específicas que presentan los estudian-
tes” (p. 1). Dicha definición guarda coherencia con el artículo 67 de la Constitución 
Política de 1991, que reconoce la educación como derecho fundamental, bajo 
principios de disponibilidad, aceptabilidad, adaptabilidad y accesibilidad.

Finalmente, Beltrán (2015) enfatiza que la integración no debe limitarse al aula, 
sino implicar un procedimiento de sensibilización social que permita reconfigurar 
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la percepción de las “limitaciones”, reconociendo la existencia de inteligencias 
múltiples y el valor de la diversidad. Solo a través de este enfoque es posible ga-
rantizar la igualdad de derechos y deberes para toda la población, sin distinción de 
condiciones físicas, cognitivas, culturales o relacionales.

En síntesis, el desarrollo de la educación inclusiva en Colombia y su progre-
siva articulación con los procesos formativos de las Fuerzas Militares y la Policía 
Nacional, evidencian un giro hacia una educación con sentido ético, centrada en la 
equidad, el reconocimiento de la diferencia y la justicia social (Senge, 1990).

Equidad de género en la formación de las Fuerzas Armadas
La incorporación de la perspectiva de género en las Fuerzas Armadas representa 
un avance fundamental en la construcción de instituciones más inclusivas, justas 
y representativas. Este procedimiento ha permitido visibilizar la participación his-
tórica de las mujeres en escenarios tradicionalmente masculinizados, así como 
identificar los retos estructurales que aún persisten (Huntington, 1957).

Policía Nacional
La Resolución 3135 del 26 de octubre de 1953 materializó la integración de la mujer 
en la Policía Nacional (García, 2014), mediante la creación de la Policía Femenina 
con un grupo inicial de 46 mujeres incorporadas en distintas regiones del país 
para realizar el curso de oficial. La primera en ingresar fue María Eugenia Rojas 
Correa, a quien se le otorgó el grado de teniente honoraria. Con este cargo asumió 
la dirección del cuerpo femenino, ascendiendo posteriormente al grado de capi-
tán. La formación académica de las mujeres policías en esa época se orientaba 
principalmente a la dirección de programas de educación escolar y al apoyo de las 
esposas de los policías, de acuerdo con las directrices de la religiosa María de San 
Luis, quien, junto con el director de la Policía, coronel Francisco Rojas Escarpeta, 
contribuyó a la creación de la Dirección de Bienestar Social de la institución (El 
Tiempo, 2016).

Entre 1977 y 1979, se dio un segundo momento de incorporación femenina 
con un curso compuesto por 12 mujeres profesionales. A partir de 1978, mediante 
la Resolución n.º 020, se aprobó la incorporación directa de hombres y mujeres 
en calidad de suboficiales y agentes. Así, en 1979 ingresaron 110 mujeres para 
adelantar programas académicos en la Escuela de Suboficiales “Gonzalo Jiménez 
de Quesada”. En 1980, ingresaron a la Escuela de Policía “General Santander” las 
primeras 14 mujeres al curso de oficial de vigilancia, quedando así vinculadas las 
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mujeres a todos los niveles de la organización: agentes, suboficiales y oficiales 
(Fernández, 2014).

En síntesis, la evolución de la participación femenina en la Policía Nacional 
refleja una transformación progresiva hacia una institución más inclusiva y equi-
tativa. Este avance ha permitido ampliar las oportunidades de educación y lideraz-
go para las mujeres dentro de la estructura policial, sentando las bases para una 
cultura organizacional comprometida con la equidad de género y el respeto por los 
DD. HH. (Janowitz, 1960).

Fuerza Aeroespacial Colombiana
El proceso de integración de la mujer en roles operativos de la aviación militar ha 
sido una transición progresiva que transformó estructuras históricamente mas-
culinas. Este camino inició formalmente su etapa más significativa al despuntar el 
nuevo milenio; en el año 2000, se graduaron las primeras oficiales piloto, marcan-
do un precedente en la educación aeronáutica. Solo dos años después, en 2002, se 
alcanzó un hito de destreza técnica cuando la primera mujer piloto de combate lo-
gró su calificación en el equipo Tucano T-27, demostrando la capacidad femenina 
en escenarios de alta exigencia táctica (Fuerza Aeroespacial Colombiana, 2023).

Posteriormente, la apertura institucional se diversificó hacia áreas estratégi-
cas de la Fuerza. Para el año 2010, se incorporaron las primeras seis mujeres en 
la especialidad de Seguridad y Defensa, un campo que demanda una preparación 
física y táctica rigurosa en tierra. Esta diversificación de roles evidenció que la par-
ticipación femenina no se limitaba exclusivamente al pilotaje, sino que era funda-
mental en la protección de la infraestructura y la soberanía (Ministerio de Defensa 
Nacional, 2021).

A medida que avanzaba la década, los logros se trasladaron a la complejidad de 
las operaciones de ala rotatoria y transporte pesado. En 2016, se consolidó la pri-
mera tripulación íntegramente femenina de un helicóptero Black Hawk UH-60, un 
avance crítico dada la naturaleza multifuncional de esta aeronave en misiones de 
rescate y combate. Esta tendencia de especialización continuó en 2020, año en el 
que se destacó la labor de tripulantes femeninas en aeronaves de carga y se alcan-
zó un logro histórico con la graduación de la primera mujer piloto del avión Hércules 
C-130, una de las plataformas de transporte más emblemáticas a nivel global.

Finalmente, el impacto de la mujer militar trascendió las fronteras nacionales 
para posicionarse en el ámbito de la diplomacia y la cooperación internacional. En 
2021, una oficial fue designada para integrar la Misión Multidimensional Integrada 
de las Naciones Unidas para la Estabilización en la República Centroafricana 
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(MINUSCA). Esta participación no solo reafirma el compromiso con la paz global, 
sino que valida la competencia de las oficiales para desempeñarse en entornos de 
alta volatilidad bajo estándares internacionales (Naciones Unidas, 2021).

Actualmente, es común encontrar mujeres paracaidistas, rescatistas y en di-
versas misiones operativas dentro de la Fuerza Aérea. La integración femenina en 
estos espacios operacionales, en articulación con un sistema educativo diferencial, 
representa un avance estratégico que fortalece el liderazgo inclusivo y la capacidad 
de mando en las operaciones militares (Fuerza Aeroespacial Colombiana, 2021).

Armada Nacional
La Armada Nacional inició la incorporación de mujeres en 1984, con el ingreso 
de aspirantes a oficiales del cuerpo administrativo. Posteriormente, el 10 de ene-
ro de 1997, ingresaron 27 cadetes a la Infantería de Marina y 107 al contingente 
naval, para formarse como tenientes de corbeta del cuerpo logístico. Este cambio 
implicó adecuaciones físicas y logísticas, aunque los programas académicos per-
manecieron sin modificaciones. Ese mismo año, 14 mujeres se incorporaron a la 
Escuela Naval de Suboficiales ARC Barranquilla, donde han desempeñado funcio-
nes en unidades operativas y estratégicas (El Tiempo, 2023).

En el ámbito de la aviación naval, un hito fundamental ocurrió en 2012, cuando 
la Armada Nacional graduó a la primera mujer piloto de ala fija como parte del 
curso número 21 de esta especialidad (Armada de Colombia, 2012). Este avan-
ce sentó las bases para una mayor representatividad en los mandos superiores. 
Posteriormente, en 2022, la institución alcanzó una cima histórica al ascender, de 
forma simultánea, a sus primeras dos mujeres al grado de contralmirante: la hoy 
almirante Beatriz Elena García Restrepo (abogada) y la almirante Carolina Gómez 
del Castillo (ingeniera civil). Su gestión ha sido determinante en el desarrollo re-
gional, logrando un impacto directo en poblaciones étnicas mediante la garantía 
de los DD. HH. y la ejecución de proyectos de infraestructura pública en zonas de 
difícil acceso (Presidencia de la República, 2022).

Ejército Nacional
El Ejército Nacional ha consolidado una trayectoria de incorporación femenina 
en distintos niveles y especialidades. De acuerdo con Martínez (2012), este pro-
cedimiento se remonta al 7 de octubre de 1976, cuando, mediante el Decreto 
2129, ingresaron las primeras mujeres como oficiales del cuerpo administrativo. 
Posteriormente, el 1.o de julio de 1983, se incorporaron suboficiales femeninas, 
y en 1993 se habilitó el servicio castrense voluntario para mujeres. En 2009 se 
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conformó el primer curso de oficiales mujeres en las armas, quienes recibieron 
formación integral en instrucción, entrenamiento y reentrenamiento castrense.

A partir de entonces, se han registrado avances notables: en 2012 se ascen-
dió a la primera mujer al grado de brigadier general y a otra al grado de sargento 
mayor. En 2014, una segunda mujer ascendió al grado de brigadier general. En 
2016, se creó la Oficina de Género del Ejército Nacional, con el propósito de alinear 
la política institucional con la equidad de género y la prevención de violencias ba-
sadas en género. Ese mismo año ascendieron las primeras oficiales de las armas 
de Caballería y Artillería. En 2017, una mujer alcanzó el grado de mayor general, y 
se incorporó el primer curso femenino como oficiales de las armas. También se 
incluyó personal femenino en el mecanismo de monitoreo del Acuerdo de Paz con 
las FARC (Davenport & Prusak, 1998).

En 2018, se nombró a la primera alférez del arma de Infantería y se llamó a dos 
mujeres al curso de sargento mayor de comando. También se graduaron la prime-
ra mujer dragoneante del arma de Infantería, la primera mujer piloto de ala rotato-
ria (UH-60 Black Hawk) y la primera mujer mayor en llegar a la Corte Suprema de 
Justicia (Revista Ejército, 2018).

En conjunto, estos hitos reflejan un cambio cultural profundo dentro de las 
Fuerzas Militares, que no solo reconoce las capacidades de las mujeres, sino que 
también se traduce en oportunidades reales de educación, ascenso y participa-
ción en los más altos niveles del mando y la toma de decisiones (ONU, 2006).

Competencia moral inclusiva del sector                             
Defensa en entornos de enculturación
La educación inclusiva en el sector Defensa representa una herramienta fun-
damental para fortalecer el liderazgo ético y humanista de quienes integran las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional. Esta visión se fundamenta en principios 
constitucionales, normativas nacionales e internacionales, y en el reconocimiento 
de la diversidad sociocultural que caracteriza al Estado colombiano. A continua-
ción, se presenta un análisis legal, conceptual y pedagógico que evidencia la rele-
vancia de la moral inclusiva en entornos de enculturación castrense, destacando 
su papel en la formación de liderazgos con perspectiva diferencial.

Entre las disposiciones de la Ley 30 de 1992, “por la cual se organiza el servicio 
público de la educación superior”, se establece la necesidad de implementar, des-
de la autonomía universitaria, mecanismos que garanticen la calidad del servicio 
educativo y la rigurosidad en el procedimiento de evaluación (art. 32). Este enfoque 
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busca dignificar el procedimiento de instrucción-aprendizaje, la investigación y la 
docencia, con el propósito de asegurar “la mejor formación moral, intelectual y 
física de los educandos” (literal c), así como el adecuado cubrimiento del servicio 
de educación superior (literal d) (CNA, 2020).

El orden legal en educación superior orientado por la Ley 30 de 1992 también 
tiene implementación en las instituciones educativas del sector Defensa, inte-
grando un componente ético e inclusivo en su estructura. Este marco legal per-
mite normalizar la educación integral desde las competencias distintivas de las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional, facilitando además la extensión educativa 
mediante cursos, seminarios y otros programas de difusión del conocimiento (art. 
120). Tales programas buscan atender las necesidades de la sociedad mediante 
la socialización de experiencias educativas. Según el artículo 137, las institucio-
nes educativas del sector Defensa deben adaptar sus proyectos académicos al rol 
constitucional del ministerio correspondiente: (Nonaka & Takeuchi, 1995)

La Escuela Superior de Administración Pública (ESAP), el Instituto Tecnoló-
gico de Electrónica y Comunicaciones (ITEC), el Instituto Caro y Cuervo, la 
Universidad Militar Nueva Granada, las escuelas de formación de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional que adelanten programas de educación su-
perior y el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), continuarán adscritas a 
las entidades respectivas. Funcionan de acuerdo con su naturaleza jurídica y 
su régimen académico lo ajustarán conforme a lo dispuesto en la presente ley. 
(Congreso de la República, 1992, p. 25)

Este marco ha permitido fortalecer las competencias sociales de los miem-
bros de la Fuerza Pública, fomentando la tolerancia, la escucha activa y el lideraz-
go participativo regional. A través de una educación integral e inclusiva, los prin-
cipios y valores individuales se integran con aquellos presentes en los entornos 
humanos, regulando de manera diferencial la vida en sociedad (Senge, 1990).

Es relevante subrayar la importancia de la diversidad cultural en los ámbitos 
civil-militar y educativo. De acuerdo con el Ejército Nacional (2019), resulta esen-
cial evaluar el impacto de los procesos educativos más allá del entorno castrense, 
reconociendo que la interacción intercultural, aunque presente, suele estar limita-
da por disposiciones institucionales.

Por otra parte, Bernabé (2012), en un artículo publicado en la Revista Educativa 
Hekademos de la Universidad de Valencia, expone la trascendencia de la diversi-
dad cultural a partir del desarrollo conceptual de cultura. Inicialmente asociada al 
trabajo agrícola, la noción de cultura se ha redefinido para abarcar el desarrollo de 
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las capacidades humanas, posicionando a las personas cultivadas como reflejo 
de su sociedad. Asimismo, la autora diferencia entre pluriculturalidad (presencia 
de distintos grupos culturales con diversas ideologías en un Estado), multicultu-
ralidad (coexistencia de múltiples culturas sin interacción) e interculturalidad (re-
lación comunicativa y activa entre culturas). En consecuencia, esta última dimen-
sión se considera central para fomentar el enriquecimiento recíproco y alcanzar 
metas compartidas mediante la valoración de las diferencias.

En este contexto, la moral inclusiva se posiciona como eje estructural de la 
Política de Educación para la Fuerza Pública (PEFuP). Esta moral contribuye a 
acortar las distancias culturales entre los miembros de las Fuerzas Armadas y 
los colectivos minoritarios del país (indígenas, comunidades afrodescendientes, 
raizales y gitanos), promoviendo la garantía del orden público. Según el Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR, 2019), los miembros de la Fuerza Pública, en 
su condición de funcionarios encargados de hacer cumplir la ley (FEHCL), deben 
actuar conforme a los principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad y res-
ponsabilidad, equilibrando continuamente los derechos e intereses de todos los 
sectores poblacionales.

En coherencia con esta perspectiva, el perfil del egresado del Curso de Estado 
Mayor de la Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes Prieto” destaca que 
el miembro de la Fuerza Pública debe estar “fortalecido en sus competencias pro-
fesionales para ser un líder integral, comandante, humanista, administrador con vi-
sión conjunta, para ser forjador de victoria en zonas de operaciones” (ESDEG, 2023).

En síntesis, la incorporación de la moral inclusiva en los procesos formativos 
del sector Defensa constituye un paso fundamental hacia la construcción de una 
cultura institucional comprometida con los DD. HH., la diversidad y el respeto por 
la diferencia. Esta perspectiva potencia la capacidad de mando y liderazgo de los 
servidores públicos armados, en coherencia con los fines esenciales del Estado 
social de derecho (Walzer, 1977).

Marco axiológico de la integración en el aseguramiento de 
la calidad de la educación en la Fuerza Pública
La calidad en la educación de la Fuerza Pública colombiana exige un enfoque ético 
e inclusivo que articule la formación académica con el respeto por la dignidad hu-
mana y los derechos fundamentales. Este apartado explora la dimensión axiológi-
ca de la integración en el marco legal y formativo del sector Defensa, subrayando 
cómo los principios constitucionales y normativos se proyectan sobre la estructu-
ra educativa de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional (Janowitz, 1960).
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Desde el artículo 67, la Constitución Política de Colombia (1991) establece que 
la educación es un derecho y un servicio público con función social. Esta se desa-
rrolla en torno al conocimiento, la ciencia y la técnica como bienes y valores cultu-
rales, formando al ciudadano en el ejercicio de los DD. HH., la paz y la democracia. 
El Ministerio de Educación Nacional (2022) define la educación en Colombia como 
un procedimiento formativo constante, individual, cultural y colectivo, fundamen-
tado en la integralidad del ser humano, su dignidad, derechos y deberes. En ese 
sentido, el sistema educativo nacional está compuesto por los niveles de educa-
ción inicial, preescolar, básica (primaria y secundaria), media y superior.

Sobre esa base, la Política de Educación para la Fuerza Pública (PEFuP) 2021–
2026 define la educación castrense y policial como “procesos diferenciales” de 
formación, capacitación, instrucción, reentrenamiento e investigación. Su finalidad 
es formar personas respetuosas de la condición humana y de los principios demo-
cráticos, promoviendo una educación como proyección institucional (Davenport & 
Prusak, 1998).

La estructura educativa de la Fuerza Pública, según la PEFuP (2021), contem-
pla seis elementos: 1) las capacidades específicas de cada Fuerza; 2) la norma-
tividad general; 3) el aseguramiento de la calidad (Decreto 1330 de 2019); 4) las 
funciones sustantivas (docencia, investigación y proyección social); 5) las institu-
ciones educativas, y 6) los pilares doctrinales. Estos componentes fortalecen las 
competencias integrales de los miembros de la Fuerza Pública y armonizan su for-
mación con el trabajo conjunto, coordinado e interagencial (CCI). Tal procedimien-
to requiere de una sólida formación moral, como lo señalan Ardila et al. (2021):

Son los valores castrenses los que deben primar, y son la carta de presenta-
ción de cada unidad que va a combate como muestra de moral castrense, sin 
que el poder armamentístico constituya el fundamento de la actuación, sino 
que la estrategia y la suficiente instrucción deben primar en la conducción de 
la guerra. (ONU, 2006, p. 43)

Desde esta perspectiva, la calidad educativa se vincula intrínsecamente con el 
marco axiológico de la formación integral. Al respecto, Majón (1996), retomando 
los planteamientos de Lalande (1967), define la axiología como la ciencia dedi-
cada al estudio de los valores morales, lógicos y estéticos. Bajo este enfoque, la 
dimensión axiológica resulta esencial en el ámbito castrense y académico, pues 
orienta la construcción de criterios y principios éticos que fundamentan el actuar 
profesional (Ruiz, 2009).
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Este sustento teórico encuentra su correlato normativo en el sistema educati-
vo colombiano a través de la Ley 30 de 1992. En su artículo 3, la norma establece 
la obligación del Estado de velar por la calidad del servicio educativo, garantizando 
su prestación bajo estándares de excelencia. Asimismo, el artículo 6 (literal c) de-
fine como propósito fundamental de la educación superior el servicio a la comuni-
dad mediante una calidad integral, la cual articula los resultados académicos con 
los medios, procesos, infraestructura y condiciones institucionales (Congreso de 
la República, 1992).

Complementando lo anterior, el componente moral se hace explícito en el li-
teral d del mismo artículo, donde se reconoce a la educación como un motor de 
desarrollo científico, cultural, económico y, fundamentalmente, ético. Esta visión 
multidimensional coincide con los marcos internacionales que promueven una 
educación superior centrada en la responsabilidad social y el desarrollo humano 
sostenible (UNESCO, 2017).

Además, la normativa vigente crea el Consejo Nacional de Educación Superior 
(CESU) bajo el artículo 34, otorgándole la responsabilidad de coordinar y evaluar la 
calidad académica del país. En coherencia con este mandato, el artículo 53 esta-
blece el Sistema Nacional de Acreditación (SNA), cuyo propósito fundamental es 
“garantizar a la sociedad que las instituciones que forman parte del sistema cum-
plen los más altos requisitos de calidad y que realizan sus propósitos y objetivos” 
(Ley 30 de 1992, art. 53).

Bajo este marco, la acreditación es definida por el Ministerio de Educación 
Nacional (MEN) como un testimonio de fe pública que el Estado otorga sobre 
la calidad de una institución o programa académico. Este proceso se consolida 
tras un riguroso procedimiento de autoevaluación y evaluación externa en el que 
participan la propia institución, los pares académicos y el Consejo Nacional de 
Acreditación (CNA). Según el documento rector del sistema, la acreditación es:

El reconocimiento de la alta calidad que hace el Estado de los programas aca-
démicos y de las instituciones [...] es un instrumento para el fomento de la 
calidad de la educación superior y un incentivo para la rendición de cuentas. 
(Ministerio de Educación Nacional, 2019, p. 12)

De igual manera, la política educativa de la Fuerza Pública (PEFuP) se alinea 
con estos estándares al promover una cultura de calidad fundamentada en el co-
nocimiento significativo y en acciones de mejora tanto moral como institucional. 
Este compromiso se articula hoy con los nuevos lineamientos del Acuerdo 01 de 
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2025 del CESU, el cual refuerza la autoevaluación permanente y la ética pública 
como pilares de la alta calidad educativa. La relevancia de este enfoque ético en la 
educación militar es subrayada por Contreras & Gutiérrez (2020), quienes advier-
ten: “La institución armada no podría estar exenta de la crisis moral, porque su ma-
teria prima son hombres, ciudadanos concretos y situados, que viven en sociedad, 
combaten el delito y enfrentan la tentación de la corrupción” (p. 29).

En este sentido, el nuevo modelo de acreditación trasciende lo procedimental 
para enfocarse en el impacto social y la integridad académica, exigiendo que las 
instituciones de educación superior militares demuestren una coherencia total en-
tre su misión institucional y el comportamiento ético de sus integrantes (Consejo 
Nacional de Educación Superior, 2025).

En suma, la integración como valor axiológico en la formación castrense y po-
licial fortalece el compromiso con la equidad, los DD. HH. y la calidad del servicio 
público. La moral institucional se convierte así en un pilar transversal que orienta 
el actuar de la Fuerza Pública, proyectando la misión del Estado desde la transpa-
rencia, el respeto y el reconocimiento de la diversidad (Nonaka & Takeuchi, 1995).

Identidad educativa institucional y principios                             
de integración en la Fuerza Pública
La formación castrense y policial de Colombia se fundamenta en una estructura 
diferenciada que articula procesos de formación académica, moral y operativa. 
En este apartado se reflexiona sobre el vínculo entre la identidad institucional y el 
principio de integración, a partir del marco legal vigente y la Política de Educación 
para la Fuerza Pública (PEFuP) 2021–2026.

El Ministerio de Defensa Nacional (2019) define la educación castrense como 
el conjunto de procesos diferenciales de la Fuerza Pública en sus dinámicas de 
instrucción-aprendizaje: formación, capacitación, instrucción, entrenamiento, re-
entrenamiento e investigación. Estas acciones tienen como propósito la forma-
ción de personas íntegras, con sentido ético fundamentado en los DD. HH. y el 
derecho internacional humanitario (DIH).

Desde esta perspectiva, la PEFuP 2021–2026 adquiere un enfoque axiológi-
co claro, en el que la integración se establece como una categoría fundamental 
dentro del procedimiento educativo de la Fuerza Pública. Según el Ministerio de 
Defensa Nacional (2021), los principios y valores que orientan a las instituciones 
armadas se enfocan en el desarrollo de competencias para cumplir con su misión 
constitucional de seguridad y defensa, observando los estándares de DD. HH., DIH 
y el uso de la fuerza en contextos no armados.
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En este marco, la identidad institucional se configura como un elemento fun-
damental en la instrucción de los valores. Esta se encuentra respaldada en los artí-
culos 217 y 218 de la Constitución Política de Colombia (1991), donde se establece 
que la finalidad del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea es garantizar la defensa, 
soberanía e independencia nacionales, mientras que la Policía Nacional debe ga-
rantizar el ejercicio de los derechos y libertades públicas en un entorno de paz.

La PEFuP recoge estas directrices del Ministerio de Defensa Nacional y las ar-
ticula con otros instrumentos normativos orientados a la integración, tales como 
el Decreto 1421 de 2017, que establece lineamientos para la atención educativa de 
la población con discapacidad (MEN, 2017), y la Política Institucional Académica 
de Integración de la ESDEG (2022), que reconoce la diversidad a través de la do-
cencia, la investigación y la proyección social.

Otro componente relevante es el Índice de Inclusión para la Educación Superior 
(INES), que, conforme a los lineamientos de la UNESCO, busca garantizar la igual-
dad de oportunidades de acceso a una educación de calidad con enfoque en la di-
versidad (UNESCO, 2022). El INES se desarrolla sobre tres ejes fundamentales: polí-
ticas, cultura y prácticas. Esta estructura favorece el enfoque diferencial y la mejora 
moral de las instituciones, reconociendo que: “Al ser inclusiva, la educación no se 
plantea en términos de necesidades, sino de oportunidades de cambio que giran en 
torno a unas características que tienen como base los DD. HH.” (MEN, 2006, p. 8)

En conclusión, la identidad educativa de las instituciones de la Fuerza Pública 
no solo responde a su misión constitucional, sino que también se enriquece me-
diante el principio de integración, promoviendo una cultura institucional sensible 
a la diversidad, moral en su actuar y comprometida con la formación de líderes al 
servicio de la paz y la democracia (Huntington, 1957).

Conclusiones
La consolidación de una educación moral e inclusiva en el sector Defensa de 
Colombia responde a un compromiso institucional con los principios constitucio-
nales y los valores democráticos que orientan la misión de las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional. En este contexto, el reconocimiento del carácter pluriétnico 
y multicultural del Estado se traduce en estrategias pedagógicas diferenciadas 
que promueven el respeto por los DD. HH. y la dignidad de todos los ciudadanos, 
incluyendo minorías étnicas, personas en situación de discapacidad y mujeres 
(Janowitz, 1960).
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De igual manera, la promoción de espacios de diálogo intercultural y el forta-
lecimiento de competencias blandas son elementos esenciales para consolidar 
una educación que trascienda los aspectos técnicos y operativos. Es fundamental 
que las instituciones castrenses y policiales fomenten ambientes de aprendizaje 
colaborativo, donde se valore la experiencia de vida y la diversidad de perspectivas, 
lo que enriquece la toma de decisiones y el sentido de pertenencia institucional.

En este sentido, los avances en la participación femenina dentro de las Fuerzas 
Armadas han evidenciado una transformación estructural que va más allá de la 
igualdad formal, consolidando un liderazgo ético y técnico que fortalece la legitimi-
dad institucional. Estos procesos, alineados con políticas de integración y equidad, 
contribuyen a la formación de servidores públicos comprometidos con el bien-
estar colectivo y con una visión estratégica del servicio a la nación (Davenport & 
Prusak, 1998).

Asimismo, es necesario subrayar el papel de la formación continua y la ac-
tualización profesional en el fortalecimiento de los valores democráticos y la ética 
institucional. La capacitación constante permite que los miembros de la Fuerza 
Pública se adapten de manera efectiva a los cambios sociales y tecnológicos, 
manteniendo vigente el compromiso con la protección de los derechos fundamen-
tales y la promoción de una convivencia pacífica. Esta dinámica no solo favorece 
la excelencia operativa, sino que también refuerza el sentido de responsabilidad 
social y el respeto por la pluralidad cultural que caracteriza al Estado.

Sin embargo, la actual crisis moral que atraviesa la sociedad también plantea 
desafíos significativos para la educación castrense. La legitimidad del accionar 
castrense no puede entenderse solo desde el plano operativo, sino que debe sus-
tentarse en la coherencia moral de sus integrantes y en la eficacia pedagógica de 
sus procesos de educación. En este sentido, la evaluación permanente, el fortale-
cimiento de los valores institucionales y la implementación de metodologías di-
dácticas que favorezcan el trabajo de campo y la interacción con las comunidades 
resultan indispensables (ONU, 2006).

La integración de la dimensión moral en los procesos educativos de la Fuerza 
Pública no puede ser vista como un mero apéndice, sino como una columna verte-
bral que orienta todas las acciones institucionales. En este sentido, la moral profe-
sional debe ser transversal al currículo y articularse con los principios de igualdad, 
dignidad y no discriminación consagrados en la Constitución y en los tratados in-
ternacionales. La Organización de las Naciones Unidas ha señalado que las fuerzas 
de seguridad deben promover una cultura de DD. HH. mediante programas de for-
mación continua que incluyan estudios de caso, debates y escenarios simulados 

n
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(ONU, 2006; UNESCO, 2017). Así, cada miembro de la Fuerza Pública interioriza la 
responsabilidad de proteger los derechos de todos los ciudadanos, reconociendo 
la diversidad cultural y social del país y evitando prácticas discriminatorias.

Para lograr este propósito, es necesario adoptar metodologías de enseñanza 
que articulen teoría y práctica en torno a la ética del servicio público. El Diseño 
Universal para el Aprendizaje (DUA) ofrece un marco para flexibilizar la instruc-
ción y atender diversas necesidades, facilitando la participación de personas en 
situación de discapacidad y promoviendo la igualdad de oportunidades (UNESCO, 
2017; MEN, 2019). Al incorporar el DUA en la educación castrense, se fomenta un 
ambiente de aprendizaje inclusivo en el que los estudiantes pueden explorar dile-
mas éticos y reflexionar sobre las consecuencias de sus decisiones. Este enfoque 
también facilita la adaptación de contenidos para diferentes contextos operativos, 
reforzando la pertinencia de la ética en escenarios reales y complejos.

Otro aspecto fundamental es la educación en competencias socioemocio-
nales que permitan a los servidores públicos ejercer un liderazgo humanista. La 
literatura académica enfatiza que el desarrollo de habilidades como la empatía, la 
comunicación asertiva y la resolución pacífica de conflictos fortalece la legitimi-
dad de las instituciones de seguridad y defensa (Senge, 1990; Nonaka & Takeuchi, 
1995). El modelo de organización que aprende invita a construir equipos que com-
partan experiencias y lecciones aprendidas, lo que resulta indispensable para con-
solidar una cultura institucional basada en la confianza y el aprendizaje continuo. 
Al reconocer que la moral se alimenta de relaciones interpersonales sanas y cola-
borativas, se mejora la capacidad de respuesta ante desafíos éticos y se previene 
la normalización de conductas inapropiadas.

Desde la perspectiva normativa, la Política de Educación para la Fuerza Pública 
2021–2026 (PEFuP) destaca la integración como eje articulador de los procesos 
educativos para militares y policías. Esta política exige que los programas curri-
culares incorporen módulos de DD. HH., derecho internacional humanitario y en-
foque de género, de manera que se garantice la preparación integral de los agen-
tes de la Fuerza Pública (CNA, 2020; MEN, 2019). Las instituciones castrenses y 
policiales deben realizar un seguimiento constante de los resultados de aprendi-
zaje, mediante evaluaciones formativas y herramientas de retroalimentación que 
permitan ajustar la práctica pedagógica y fortalecer la toma de decisiones con 
criterios morales. Además, la PEFuP subraya la importancia de la transparencia 
y la rendición de cuentas, lo que implica capacitar a los estudiantes en la gestión 
documental y en la correcta comunicación de sus acciones ante las comunidades 
a las que sirven.
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La dimensión moral de la integración también exige atender las realidades 
de género, orientación sexual, origen étnico y otras diversidades presentes en la 
sociedad. Numerosos estudios demuestran que la inclusión efectiva de mujeres, 
personas LGBTIQ+, grupos étnicos y personas en situación de discapacidad en 
las fuerzas de seguridad contribuye a mejorar el desempeño organizacional y la 
percepción de legitimidad (ONU, 2006; UNESCO, 2017). La educación castrense 
debe cuestionar estereotipos y prejuicios que limitan la participación plena de es-
tos colectivos, promoviendo políticas de reclutamiento y ascenso basadas en el 
mérito y la igualdad de oportunidades. El trabajo con facilitadores comunitarios 
y organizaciones de la sociedad civil puede enriquecer la comprensión de los es-
tudiantes sobre las necesidades y expectativas de las poblaciones que protegen, 
consolidando la confianza en las instituciones públicas.

Igualmente importante es el análisis de los casos históricos que ilustran cómo 
la falta de moral y de integración ha conducido a crisis institucionales y violacio-
nes de derechos. Examinar situaciones en las que la Fuerza Pública ha enfrentado 
acusaciones de abuso o de corrupción permite evidenciar los efectos devasta-
dores de la falta de formación ética (Walzer, 1977; Huntington, 1957). Estas re-
flexiones sirven como advertencia y motivación para mejorar la calidad de los pro-
gramas educativos, fortalecer los mecanismos de control interno y promover una 
cultura organizacional en la que la integridad no sea negociable. Integrar estudios 
comparados con fuerzas armadas de otros países también aporta lecciones sobre 
buenas prácticas y desafíos comunes en la profesionalización ética.

Consolidar una cultura moral sólida requiere que las escuelas de formación 
castrense integren a sus docentes y directivos en procesos de actualización per-
manente. Los instructores deben familiarizarse con las nuevas tendencias en pe-
dagogía ética, tecnología educativa y gestión del conocimiento para guiar a los 
estudiantes a través de experiencias relevantes. Además, la creación de comu-
nidades de práctica entre diferentes escuelas e instituciones de seguridad puede 
favorecer la circulación de conocimientos y la innovación (Davenport & Prusak, 
1998; Nonaka & Takeuchi, 1995). El intercambio de recursos, materiales y meto-
dologías ayuda a evitar la duplicidad de esfuerzos y a potenciar el impacto de las 
iniciativas formativas.

Finalmente, es clave reconocer que la moral y la integración se fortalecen 
cuando los miembros de la Fuerza Pública mantienen un vínculo cercano con las 
comunidades a las que sirven. Programas de servicio social, proyectos comuni-
tarios y espacios de diálogo ciudadano permiten que los estudiantes apliquen los 
principios aprendidos y reciban retroalimentación directa sobre su desempeño. 
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Este contacto contribuye a derribar barreras de desconfianza y a construir una 
percepción positiva del rol de la Fuerza Pública en la sociedad. La implementación 
de mecanismos de participación ciudadana en la evaluación y diseño de políticas 
de educación puede, a su vez, enriquecer el contenido curricular y asegurar que 
responda a las expectativas y necesidades del entorno (MEN, 2019; CNA, 2020). El 
compromiso con la moral y la integración no culmina con la graduación, sino que 
se extiende a lo largo de toda la carrera profesional y se manifiesta en cada acto 
de servicio.

La evaluación de la implementación de la moral y la integración en los progra-
mas de educación requiere criterios y metodologías claras. El establecimiento de 
indicadores cualitativos y cuantitativos permite medir el grado de apropiación de 
principios éticos y la eficacia de los espacios inclusivos. De acuerdo con los es-
tándares del Centro Nacional de Acreditación, las instituciones deben documentar 
las competencias alcanzadas por sus estudiantes mediante portafolios, rúbricas 
y evaluaciones integrales que incluyan la perspectiva moral y social (CNA, 2020; 
MEN, 2019). Además, la evaluación debe ser participativa y contemplar la voz de 
los docentes, los estudiantes y la comunidad. La retroalimentación obtenida pue-
de traducirse en ajustes en el currículo, en la mejora de las actividades de apren-
dizaje y en el fortalecimiento de la relación con los actores externos. Este enfoque 
integral de la evaluación asegura que la moral y la integración no sean conceptos 
abstractos, sino componentes medibles y verificables del proceso educativo.

Finalmente, la integración de la moral en la educación castrense debe adap-
tarse a los desafíos contemporáneos, incluyendo el rápido avance de la tecnología 
y la transformación digital. El uso de simuladores, plataformas virtuales y algorit-
mos de inteligencia artificial puede enriquecer el proceso de aprendizaje, siempre 
que se respeten los límites éticos y la privacidad de las personas (Meçaj, 2022; 
López et al., 2023). La inclusión de la inteligencia artificial como herramienta de 
apoyo pedagógico requiere desarrollar marcos regulatorios que aseguren la trans-
parencia y la equidad en su aplicación, evitando sesgos que puedan reproducir 
discriminaciones. Asimismo, la digitalización de los procesos formativos ofrece 
oportunidades para ampliar el acceso a la formación, reducir tiempos y costos 
de desplazamiento y generar estadísticas de uso útiles para la toma de decisio-
nes. No obstante, la tecnología debe complementar y no sustituir el componente 
humanista del currículo, pues la moral se cultiva principalmente en la interacción 
entre personas, en la reflexión sobre la experiencia y en la deliberación con otros. 
La preparación de la Fuerza Pública para el futuro implica equilibrar la innovación 
tecnológica con la esencia humanista de su misión.
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La articulación con instituciones académicas, ONG y organismos internacio-
nales aporta valor a la formación moral y a la integración. La cooperación facilita 
la actualización de contenidos, la incorporación de buenas prácticas y la compa-
ración con estándares. De esta manera, la Fuerza Pública puede beneficiarse de 
investigaciones, programas de intercambio y evaluaciones que refuercen la ca-
lidad de su educación (UNESCO, 2017; ONU, 2006). La construcción de alianzas 
estratégicas permite compartir recursos y avanzar hacia un sistema de educación 
más adaptativo. En suma, la visión interdisciplinaria es esencial para consolidar 
una Fuerza Pública ética, inclusiva y humanista.

Finalmente, la moral, la integración y la legitimidad deben constituir ejes trans-
versales en la construcción de una Fuerza Pública moderna, humanista y demo-
crática. Solo mediante una educación integral, adaptada a los retos contemporá-
neos y cimentada en el respeto por la diversidad, será posible avanzar hacia una 
defensa nacional que promueva la paz, la justicia y el desarrollo sostenible desde 
todos los territorios del país (UNESCO, 2017).
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